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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Dictámenes correspondientes a la Vigésima Tercera Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones,  del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

19 de mayo del año 2015.

Lectura, discusión, y en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Minuta con Proyecto de Decreto que reforma los párrafos cuarto y sexto del Artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Penal para Adolescentes.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Minuta con Proyecto de Decreto que reforma el inciso a) de la fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Desaparición Forzada de Personas y de Tortura.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la Ley Estatal de Salud, presentada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado, para que se autorice la permuta de un bien inmueble del dominio privado del Estado, con una superficie de 5,223.792 M2. ubicado en el Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, a favor del C. Antonio Gutiérrez Garza, con objeto de que se destine al desarrollo de un establecimiento mercantil que coadyuve con el desarrollo regional.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas,  con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por dicho Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 99 años de un bien inmueble con una superficie de 1,418.40 M2., ubicado en el Fraccionamiento ”Joyas del Oriente” de esa ciudad, a favor de la Parroquia de la Inmaculada Concepción, La Joya, Coahuila, A.R., con objeto de realizar la construcción de una templo religioso, el cual se desincorporo con Decreto número 672 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 12 de diciembre de 2014.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie total de 13.929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Colegio de Bachilleres de Coahuila (COBAC), con objeto que se realice la construcción de un centro educativo de nivel bachillerato.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Diputado Sergio Augusto Chan Lugo, Secretario de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual envía copia del expediente que contiene proyecto de decreto  que reforma  los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Penal para Adolescentes; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 del mes de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  minuta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la minuta con proyecto de decreto que reforma  los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Penal para Adolescentes, enviada por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el Congreso de la Unión, para dictaminar  la minuta con proyecto de decreto que reforma  los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Penal para Adolescentes, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

1. ANTECEDENTES 


Uno de los grandes problemas del sistema de justicia penal consiste en que éste gira en torno a la prisión como cultura de castigo, no obstante las prevenciones constitucionales resultantes de lo reforma al Sistema de Seguridad Pública y Justicia Penal, que priman la reinserción social. El Código Penal Federal y el Código Federal de Procedimientos Penales, privilegian el castigo y la exclusión del llamado “delincuente”, como solución al conflicto penal. El primero al contemplar, en casi todos los casos, a la pena de prisión como la respuesta estatal frente al delito. El segundo, en tanto, al no contemplar mecanismos que permitan que, bajo condiciones específicas de vigilancia, aquellos que son imputados, por vez primera, puedan acceder a alternativas al enjuiciamiento penal.

 
Este modelo de justicia penal -cuya base fundamental es el castigo- a pesar de su popularidad, al brindar a la sociedad la aparente y falsa idea de que el delincuente se inhibirá de seguir cometiendo actos ilícitos si sabe que la consecuencia, o su comportamiento, será la reducción de su libertad, ha mostrado o lo largo del tiempo su absoluta ineficacia. En efecto, el castigo que se cimentó en la exclusión social y en el confinamiento de la persona, no resulta un disuasivo para aquellos que trasgreden las normas prohibitivas establecidas en los Códigos Penales. Por el contrario, el incremento de la criminalidad y la ola de violencia que se vive actualmente, revela que la política criminal -cuyo eje central es el castigo- no resultó en todos los casos la herramienta más apropiado paro la contención de actividades ilícitas. 

La sociedad requiere, pues de explorar nuevas formas de .contener lo actividad delictiva, entendiendo que ésta tiene su origen en factores multicausales y que, por lógica, el castigo, como única respuesta, nunca podrá ser la solución de muchas conductas que lastiman a la colectividad y que, con ocasión de ello, causan deterioro en la calidad de vida de quienes sufren las consecuencias de tales actos. 

2. ADICCIONES Y SISTEMA DE JUSTICIA PENAL. 


Existe debate sobre la correspondencia que hay entre el sistema de justicia (comisión de delitos) y las adicciones al consumo de drogas. No se ha logrado un consenso sobre el particular, es decir, si esta relación es meramente accidental o revela un patrón definido. En cambio, sí se sabe que una cantidad importante de personas procesadas se encontraban en estado de intoxicación por alguna droga, lícita o no, al momento de su detención. No está sujeto a controversia el considerar a las adicciones como una enfermedad crónica controlable, múltiples estudios dan cuenta de las modificaciones que se suscitan en el sistema nervioso de la persona adicta y corno la abstención logra, en los más de los casos, revertir el daño orgánico y permitir al adicto hacerse cargo de su enfermedad. 


Por otro lado, Información del Sistema Nacional Seguridad Pública para 2010 y la Encuesto Nacional sobre Inseguridad del CES1 2010, revelan que 60% de los delitos son cometidos por consumidores de drogas. A la par, la sobrepoblación penitenciaria al mes de abril de 2012 ascendía a 48,820 internos; de los cuales el 94.8% consumen drogas. Además de ello, otro dato interesante paro los efectos de esta iniciativa, da cuenta que, la población penitenciaria del Fuero Federal, ascendía al precitado mes de abril a 49,077 personas, de las cuales menos de la mitad ha sido sentenciado. 

3. ESTRATEGIA HEMISFÉRICA SOBRE DROGAS 


La Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, en mayo de 2010, emitió declaratoria sobre la importancia de generar acciones concretas que incentiven no sólo el combate a la oferta de drogas, sino también a la reducción de su demanda. En este sentido, se señaló que resultaba necesario explorar vías para ofrecer servicios de tratamiento, rehabilitación y reinserción social a infractores de la ley penal dependientes de drogas, ello corno medida alternativa a su prosecución penal o privación de libertad. Este compromiso internacional, asumido por México corno parte de la Organización de Estados Americanos, exige realizar adecuaciones legislativos concretas que favorezcan al cumplimiento de lo acordado, pues se trata de una declaración de un organismo multilateral sobre derechos humanos del que la Nación Mexicana forma parte. No se trata de criminalizar nuevamente e! consumo personal de drogas, mucho se ha avanzado ya en ese sentido. Lo que la Declaración de lo Asamblea General explicita es que los países miembros deben reconocer como derecho humano el que muchas personas infractoras de la ley penal, son adictos al consumo de drogas y que esta condición exacerba sus posibilidades de delinquir y, por tanto, debe apoyárseles en la búsqueda de superar su condición crónica. Al tratarse de un derecho humano es neurálgico pues, que las políticas públicas que se generen al respecto tengan como epicentro a la Constitución General del País. que como rectora del orden jurídico mexicano obligue al Estado a ofrecer servicios de rehabilitación y reinserción social a personas en conflicto con lo ley penal, que padezcan una adicción a drogas. 

En años recientes, Nuevo León ha explorado el modelo norteamericano de Corte de Drogas
, ofreciendo a personas imputadas de la comisión de delitos no graves por vez primera, y cuya pena no excede de ocho años, la posibilidad de someterse o un tratamiento de rehabilitación supervisado directamente por la autoridad judicial, que controle los derechos del imputado y vigile que el tratamiento de rehabilitación al que tiene derecho, se haga efectivo. Este esfuerzo emanado del Poder Judicial y al que han concurrido los servicios de Salud Federal y Estatal ha sido reconocido incluso como una de las mejores prácticas en materia de administración de justicia por la Asociación Mexicana de Impartidores de Justicia.
 Y es que los imputados reciben la oportunidad de un tratamiento de rehabilitación y reinserción social en la comunidad, es decir, en libertad, el cual se ha mostrado tiene mayores posibilidades de triunfo, se constituye así en una alternativa al tratamiento carcelario, que como ya se ha dicho, dista de propiciar un contexto rehabilitador. Si el beneficio de mover al infractor hacia el proceso de reinserción no pareciera suficiente, los programas que funcionan bajo el enfoque de Corte de Drogas, ofrecen un aliciente en cuanto al costo fiscal que conlleva la prisión. “En el ámbito internacional se ha calculado que el costo anual de un programa TTD por persona oscila entre 1.800 y 4.400 dólares. Un año de cárcel por persona tiene un costo de 20.000 a 30.000 dólares al año.”
 La predicha experiencia debe ser vista por la Federación y replicada, no sólo porque constituye una forma eficiente de administrar justicia, sino también porque se sitúa en el corazón del sistema judicial, a la persona y su conflicto con la ley penal como la razón de ser de la justicia penal, esto es, la reinserción, a través de programas como éstos, pasa de ser uno mera declaración sin efectividad, o letra viva. El modelo es digno de ser copiado, pues además, detrás de él converge la experiencia exitosa de más de quince países de diversos continentes.
TERCERO.- De conformidad con las comisiones dictaminadoras del Senado de la República, las cuales para el estudio y análisis tomaron en consideración diversas iniciativas entre ellas la presentada por el Senador Raúl García Guzmán y  las Senadoras Angélica de la Peña Gómez, Arely Gómez González, e Hilda Flores Escalera, así mismo fue considerada la iniciativa presentada por el Diputado Héctor Gutiérrez de la Garza, optándose atinadamente por realizar un análisis de la totalidad de las comisiones abocadas a su conocimiento de conformidad a los turnos determinados en su oportunidad por la Mesa Directiva.

Acertadamente, las secretarías técnicas de las diversas comisiones se abocaron a la elaboración del dictamen, sobre la base de atender los planteamientos de dotar al H. Congreso de la Unión de la atribución para expedir la Legislación Nacional Única en Materia de Justicia para Adolescentes en Conflicto con la Ley; la concurrencia de las autoridades federales y estatales ejecutivas, de procuración de justicia y judiciales, en la aplicación,  de la normatividad pertinente y la operación del Sistema de Justicia para Adolescentes, sustentando Constitucionalmente la aplicación del proceso acusatorio y oral para los procedimientos de justicia inherentes a los adolescentes, a quienes se atribuya la comisión de un ilícito penal.

Esto es así, en virtud de que posterior a la reforma del 2005 al Art. 18 Constitucional, es a partir de esta trascendente reforma que a las autoridades relacionadas con la procuración e impartición de justicia, se les exige la especialización para tratar con los mayores de 12 años y menores de 18.

Por ello, el funcionamiento del Sistema Integral de justicia para Adolescentes tiene como objeto lograr que la operación del mismo sea integrar congruente y eficaz en todo el país.

 La presente reforma tiene como objetivo lograr la efectividad tanto de las autoridades federales como locales en el ámbito de su actuación cotidiana, por lo que resulta imperante que la Legislación Nacional de Justicia para Adolescentes contemple los mecanismos necesarios para lograr el funcionamiento y la operación efectiva del sistema.  

Así las cosas y por todo lo expuesto los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y conforme a las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTICULO UNICO.- Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se aprueba por ésta Legislatura el Proyecto de Decreto que reforma  los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Penal para Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo Único.- Se reforman los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y se reforma el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 18. …

…

…


La Federación y las entidades federativas establecerán en el ámbito de sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para toda persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya que han cometido o participado en un hecho que la ley señale como delito, solo podrán ser sujetos de asistencia social. 

…

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, así como la independencia de las autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Estas deberán ser proporcionales al hecho realizado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito. 

…

…

…


Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 


I a XX. ... 


XXI. Para expedir: 


a)
…


…


c)
La legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias, de ejecución de penas y de justicia penal para adolescentes, que regirá en la República en el orden federal y en el fuero común. 

…

…

XXII. a XXX. …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 


SEGUNDO. El Congreso de la Unión dentro de los 180 días naturales siguientes a la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación, deberá expedir la legislación nacional en materia de justicia para adolescentes, previendo las disposiciones transitorias necesarias para diferenciar el inicio de su vigencia, en función de la etapa del proceso de implementación del Sistema Procesal Penal Acusatorio en que se encuentren. En razón de lo anterior, se abroga la Ley Federal de Justicia para Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2012. 


La Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en materia de Fuero Común y para toda la República en materia de Fuero Federal, así como la legislación vigente en materia de justicia para adolescentes expedida por las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, continuarán en vigor hasta que inicie la vigencia de la legislación nacional que expida el Congreso de la Unión conforme al presente Decreto. 


TERCERO. Los procedimientos de justicia para adolescentes y la ejecución de las medidas sancionadoras, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la legislación nacional que establece el presente Decreto, serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes al momento de iniciarse dichos procedimientos y ejecución de medidas sancionadoras. 

CUARTO. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, deberán prever los recursos necesarios para la debida implementación, funcionamiento y desarrollo del sistema de justicia para adolescentes. Las partidas para tales propósitos deberán señalarse en los presupuestos de egresos correspondientes. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretario), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  12 de mayo de 2015

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Diputado Luís Antonio González Roldán, Secretario de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual envía copia del expediente que contiene proyecto de decreto  que reforma  el inciso a) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Desaparición Forzada de Personas y de Tortura; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  minuta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la minuta con proyecto de decreto que reforma  el inciso a) de la fracción XXI del artículo 73  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Desaparición Forzada de Personas y de Tortura, enviada por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que el Congreso de la Unión, para dictaminar  la minuta con proyecto de decreto que reforma  el inciso a) de la fracción XXI del artículo 73  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Desaparición Forzada de Personas y de Tortura, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La desaparición forzada o Involuntaria de personas es uno de los flagelos más lacerantes cometidos en contra de la libertad del hombre; es la negativa del derecho de un individuo a existir, a tener una Identidad. Convierte a una persona en un ser no existente. Es el grado más avanzado de corrupción o de abuso del poder del que se valen las autoridades (...) como método de represión contra los opositores políticos.


Una desaparición es dolor, sufrimiento, preocupación e impotencia. Las víctimas viven con la clara garantía de ser torturadas y con el temor de perder la vida en cualquier momento, pues están a merced de sus captores; para la familia de una víctima de desaparición, la angustia diaria de ignorar si su familiar vive aún y, de ser así, dónde se encuentra recluida, en qué condiciones y cuál es su estado de salud. 


Los derechos más fundamentales e inalienables de las personas, tales como el derecho a la libertad y seguridad, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a no ser sometido a torturas ni a otros tratos o penas, el derecho a una identidad, a un juicio imparcial y a las debidas garantías judiciales, el derecho a un recurso efectivo, con reparación e indemnización, así como el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición, son reducidos frente a un acto abusivo de la autoridad, la mayoría de las veces ejercido para silenciar la voces inconformes, restringir el ejercicio del derecho de libre expresión y de asociación, o impedir que salga a la luz una verdad que afecte a los intereses del gobierno. 


Por lo anterior, sumando el terrible episodio histórico de genocidio fraguado por Adolfo Hitler en Alemania y posterior desencadenamiento de la Segunda Guerra Mundial, y porque en la comisión de dicho delito se transgreden toda una gama de derechos humanos consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y enunciados en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, tal y como están consagrados en .la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y otros importantes instrumentos internacionales de derecho humanitario, la Organización de las Naciones Unidas como máxima instancia encargada de mantener la paz y la seguridad internacionales y mejorar el nivel de vida y los derechos humanos, mediante la resolución N° 20 (XXXVI) de 29 de febrero de 1980, la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas decidió “establecer por un período de un año un Grupo de Trabajo compuesto de cinco de sus miembros, en calidad de expertos a título individual, para examinar cuestiones relativas a desapariciones forzadas o involuntarias de personas”.


Sin restar importancia a las resoluciones emitidas por diversos organismos internacionales con anterioridad a la adopción de la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas y el primer tratado que emplea la calificación de desaparición forzada de personas en 1992 y 1994, éstos instrumentos internacionales figuran como los primeros precedentes jurídicos para prevenir, sancionar y abatir el deleznable delito de desaparición forzada de personas.


Aunque la Declaración de Naciones Unidas de 1992 no establece una definición de desaparición forzada como tal, sí asienta que la práctica de este tipo de delitos constituye violación grave a diversos derechos humanos y que no sólo afecta a la víctima directa sino también a sus familiares. 

Además en esta Declaración se establece el compromiso de los Estados de esforzarse por combatir la práctica de desapariciones forzadas, estableciendo también un deber de investigar y castigar delitos.


Fue hasta 1994 en que la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas, de la que México es parte desde 2002, en su artículo II define a dicho delito como: 


“la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, e apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa de reconocer dicha privación de la libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercido de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”

Asimismo, con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, se reafirmó que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas constituye un crimen de la lesa humanidad y que la aplicación de las normas de derecho interno, relativas a la prescripción, de los delitos ordinarios suscita grave preocupación, en la opinión pública mundial, pues impide el enjuiciamiento y castigo de las personas responsables de esos crímenes. 


El artículo 7(1) (i) del Estatuto de la Corte Penal Internacional de 1998, por su parte, caracteriza a la desaparición forzada como un delito de lesa humanidad, cuando sea cometido como parte de un ataque generalizado o sistemático contra los miembros de una población civil. 


Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad


1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por crimen de “lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se comenta por parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:

…


i) Desaparición forzada de personas 


Dicho Estatuto define a la desaparición forzada de la siguiente manera: 


“artículo 7 (2) (i) Por “desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de la libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarla fuera del amparo de la ley por un período prolongado” 

Cabe señalar que la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas define a la desaparición forzada el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley. 


A diferencia de la Declaración, la Convención Internacional es un instrumento jurídicamente vinculante, que representa un avance importante en el derecho internacional, en particular definir el derecho a no ser objeto de desaparición forzada como un derecho, que no admite excepción. 


Tomando como referencia el marco jurídico internacional, es de vital importancia comentar la actuación del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o involuntarias de las Naciones Unidas. Dicho Grupo de Trabajo, fue establecido por la Comisión de Derechos Humanos de la ONU en 1980; entre otras funciones, presta asistencia en la aplicación por los Estados de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas. 


En marzo de 2001 el Estado mexicano realizó una invitación abierta y permanente a todos los mecanismos internacionales de derechos humanos, universales o regionales, para que realicen visitas a nuestro país, aceptando la invitación del Estado mexicano, el Grupo de Trabajo de la ONU se reunió el 22 de Marzo del 2011 el Secretario de Gobernación, Francisco Blake Mora, para confirmar el cumplimiento de las resoluciones emitidas por organismos nacionales e internacionales sobre desapariciones forzosas en los últimos 40 años. 


Asimismo se afirmó que el sistema judicial mexicano no cuenta con mecanismos legales para “entrar al fondo” en los casos en que se denuncia la desaparición forzada de personas, reconocieron ministros SCJN en reunión que con integrantes del grupo de trabajo en la materia de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). 

El titular de la Comisión -Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), Raúl Plascencia Villanueva, también se reunió con los integrantes del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la Organización de Naciones Unidas (ONU), quienes entregaron un informe en el cual compendia 240 casos de ese delito en México. 


El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de las Naciones Unidas visitó el Municipio Atoyac de Álvarez, Guerrero, donde fue visto por última vez el activista Rosendo Radilla en 1974 y se tiene registro de al menos 700 personas desaparecidas, según organizaciones sociales. 


Finalmente el día de mañana, los enviados de Naciones Unidas se reunirán nuevamente con autoridades federales y estatales, ministros, legisladores y representantes de la sociedad civil para elaborar sus últimas conclusiones, con el objetivo de entregar una relatoría final en cuatro o cinco meses. 


Sobre el particular, el Grupo de Trabajo ha sugerido de manera general que los Estados adopten las siguientes medidas:


- Ratificar e incorporar a la legislación nacional los instrumentos internacionales pertinentes, en particular el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas; 


- Introducir en la legislación nacional una figura delictiva separada de desaparición forzada lo suficientemente amplia para que abarque las desapariciones forzadas cometidas como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil, pero también los actos aislados; 


- Introducir en la definición del delito como mínimo los tres elementos acumulativos siguientes: i) privación de la libertad de la víctima; ii) participación de agentes gubernamentales, por lo menos indirectamente por aquiescencia y iii) negativa a revelar la suerte y el paradero de la persona desaparecida; 

· Incluir el elemento de “sustracción de la víctima de la protección de la ley” como consecuencia de los otros elementos constitutivos; 


- Definir el delito de desaparición forzada como delito permanente; 


- Establecer en relación con las desapariciones forzadas un amplio régimen de responsabilidad individual, que abarque la responsabilidad superior; 


- Establecer sanciones apropiadas que tengan en cuentan la extrema 
gravedad del delito, se defina este o no como crimen de lesa 
humanidad; 


- Establecer las circunstancias atenuantes o agravantes pertinentes, así como las accesorias apropiadas; 


- Excluir de la aplicación de leyes de amnistía o medidas similares el delito de desaparición forzada, se defina ésta o no como crimen de lesa humanidad; 


- Disponer que no puedan invocarse ninguna orden ni instrucción para justificar una desaparición forzada, se defina ésta o no como crimen de lesa humanidad; 


- Disponer la imprescriptibilidad del delito de desaparición forzada, se defina este o no como crimen de lesa humanidad; 


- Disponer que la desaparición forzada no puede considerarse nunca como delito cometido en acto de servido y que los tribunales militares y otros tribunales especiales carecen de jurisdicción en casos de desaparición forzada. 


En nuestro país la desaparición forzada de personas es una marca colectiva de injusticia y dolor, un recordatorio de nuestra vulnerabilidad y del gran camino por recorrer para garantizar el respeto y la plena protección de nuestros derechos humanos. 
Recordemos que durante la segunda mitad del siglo XV, México fue escenario de diversas olas de protesta social así como del despliegue de políticas de Estado de alto impacto coercitivo. Durante los sexenios de Gustavo Díaz Ordaz, Luis Echeverría Álvarez y José López Portillo, se desplegó una intensa actividad contrainsurgente en varios estados de la República, tales como Sonora, Chihuahua, Sinaloa, Nuevo León, Jalisco, Guerrero, Oaxaca, Chiapas, el Estado de México y el Distrito Federal. 


La tortura, la ejecución extrajudicial, la desaparición forzada y los juicios irregulares representaron, en conjunto, una política formal del Estado contra los movimientos sociales, líderes de izquierda y sus familiares, así como personas totalmente ajenas a la protesta social o la lucha armada. Los métodos empleados para la tortura y asesinato de muchas de las víctimas de esta política brutal evidencian la saña e inhuman/dad con que se ejecutó. 

Fueron frecuentes, por ejemplo, las prácticas de enterramiento masivo de cadáveres en fosas clandestinas, o las de arrojar personas vivas en medio del mar desde aviones del Ejército.


Según la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de los 532 expedientes de queja sobre desapariciones forzadas de personas durante la década de los 70 y principios de los años 80 del siglo XX, 275 casos de las personas reportadas como desaparecidas se les violentaron sus derechos a la seguridad jurídica, a la libertad e integridad personal y a la adecuada defensa, previstas en los artículos 1, 11, 14, 16, 20 y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Bajo este orden de ideas, tampoco debe olvidarse el caso de Rosendo Padilla Pacheco, emblemático en la lucha contra la desaparición forzada de personas y significativo precedente de las resoluciones emitidas por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos hacia al Estado mexicano, ya que “[a] más de 33 años de los hechos, existe total impunidad ya que el Estado no ha sancionado pena/mente a los responsables, ni ha asegurado a los familiares una adecuada reparación”. 

Lamentablemente, la comisión y denuncia de dicho delito no es exclusiva del pasado, pues en la actualidad se han recrudecido los casos de desapariciones forzadas o involuntarias, pero ahora revistiendo nuevas formas y fines. Para ilustrar dicha situación, tanto sólo en 2010 la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió 124 quejas relacionadas con presuntas desapariciones forzadas en México; la cifra, la segunda más alta de los gobiernos panistas —en 2001, hubo 137 quejas — se incrementó en 288 por ciento respecto de 2007, el primer año de gobierno de Felipe de Jesús Calderón Hinojosa y cuando los informes de la Comisión registraron 43.


Las 283 quejas por presuntas desapariciones forzadas, que de 2007 a 2010 reportó la CNDH, contrastan con el cálculo de la Federación Latinoamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos (Fedefam), según el cual han desaparecido, al menos, 3 mil personas por razones políticas, trata de personas y “guerra” contra el narcotráfico en el actual gobierno. 

Asimismo, de las 620 quejas por presuntas desapariciones forzadas que la CNDH recibió durante los últimos 10 años, 118 se efectuaron en el estado de Baja California, 63 en el Distrito Federal, 52 en Tamaulipas, 50 en Chihuahua, 38 en Michoacán, 31 en el Estado de México, 30 en Guerrero, 27 en Coahuila, 24 en Jalisco y 23 en Chiapas, solo por mencionar las entidades con el mayor número de quejas presentadas por este delito. Es importante señalar que de las 620 quejas, dos se convirtieron en recomendaciones para el Estado mexicano. 

El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la ONU, desde 1980 ha transmitido a México una serie de comunicaciones sobre 329 casos de desapariciones forzadas, 218 de los cuales siguen sin resolverse. Para dicho Grupo de Trabajo es preocupante que tan sólo en 2009 fueron recibidos llamamientos urgentes sobre 6 casos y 4 más bajo el procedimiento ordinario. 


Por lo que confiere a nuestro marco jurídico, el artículo 215-A del Código Penal Federal tipifica el delito de desaparición forzada en los siguientes términos: 


“Comete el delito de desaparición forzada da de personas, el servidor público que, independientemente de que haya participado en la detención legal o ilegal de una o varias personas, propicie o mantenga dolosamente su ocultamiento bajo cualquier forma de detención” 
Lo anterior, demuestra que existe una abismal falta de concordancia con la descripción de los delitos establecidos en las diversas Convenciones y Declaraciones Internacionales relacionados cori la materia. El tipo penal resulta inadecuado por lo que hace a la definición del sujeto activo, ya que restringe la autoría del delito a “servidores públicos”, desatendiendo a aquellas terceras personas que con el apoyo, autorización o aquiescencia de agentes del Estado cometen el delito; entre otras situaciones relacionadas con los elementos constitutivos o materiales del delito. 


Además, otro aspecto de debilidad de nuestras leyes es que, sólo en Aguascalientes, Chihuahua,, Durango, el Distrito Federal, Nayarit y Oaxaca han tipificado en sus respectivos Códigos Penales el delito de desaparición forzada. 
Los Estados de Guerrero y Chiapas han emitido una ley especial en materia de desaparición forzada de personas. 


No olvidemos que uno los tantos aspectos que motivan la impunidad en la investigación y persecución de los delitos, es la misma Ley. El vacío legal en las entidades federativas en torno a este delito, es un tema que no puede pasar desapercibido; es imperante el mandato de la Constitución en el sentido de que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía o mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 


Por ello, es necesario que se trabaje arduamente, tanto en el Poder legislativo federal, como en las Legislaturas de las Entidades Federativas para homologar los tipos penales y las sanciones del delito de desaparición forzada de personas; sólo por mencionar algunos ejemplos: 

	Entidad Federativa
	Prisión

	Código Penal Federal
	De 5 a 40 años

	Aguascalientes
	De 10 a 30 años

	Chihuahua
	De 15 a 40 años

	Chiapas
	De 20 a 40 años

	Durango
	De 10 a 30 años

	Guerrero
	De 20 a 40 años

	Nayarit
	De 5 a 20 años

	Oaxaca
	De 5 a 30 años


Diversas organizaciones de la sociedad civil resaltan la urgencia de que se armonice el marco normativo federal y local conforme a los estándares internacionales, incluyendo la tipificación y sanción del delito en las 24 entidades federativas que aún no lo contemplan. 


En este sentido, nuestra propuesta consiste en asentar la base legal para expedir posteriormente, una Ley General que establezca el tipo penal y las sanciones, así como las bases de coordinación entre la Federación, Estados y municipios para prevenir proteger, sancionar y erradicar el delito de desaparición forzada de personas. 


La tesis del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro 
“LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL” sostiene que para que una Ley General sea válida, debe encontrar su fundamento en la propia Constitución, pues corresponde a aquellas respecto a las cuales el Constituyente, o el poder revisor de la Constitución, ha renunciado expresamente a su potestad distribuidora de atribuciones entre las entidades políticas que integran el Estado mexicano, lo cual se traduce en una excepción al principio establecido por el artículo 124 constitucional. 

Además, se propone ordenar prisión privativa de libertad en el caso de desaparición forzada de personas; no conceder beneficios al inculpado cuando se declare culpable en los casos de desaparición forzada de personas y resguardar la identidad y datos personales de las víctimas cuando se trate del delito de desaparición forzada de personas. 


La base constitucional que dicha iniciativa propone en materia de desaparición forzada de personas, refuerza la actual preocupación de la sociedad mexicana por su seguridad y libertad. La cuestionable “guerra contra el narcotráfico” ha generado que una serie de conductas criminales se disparen a la par de la impunidad y el abuso de la fuerza por parte de las autoridades; que dicha preocupación quede plasmada en nuestro máximo ordenamiento es socialmente justo, pues la desaparición forzada de personas es un daño irreparable para las familias y para la misma población. 


Tengamos claro que el ser humano nace libre y, por lo tanto, su derecho a vivir libre no es el regalo de alguna autoridad, sino consecuencia lógica de su propia naturaleza.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia coincidimos con las Comisiones del Congreso de la Unión que reforman la fracción XXI del inciso a) del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos mediante la cual se faculta al Congreso de la Unión para emitir una ley general en materia de desaparición forzada, tratos inhumanos, tortura y penas Crueles o Degradantes.

Lo anterior con la finalidad de que en las leyes generales se tipifiquen los delitos penales y sus sanciones en estas materias pues bien sabido es que la desaparición forzada de personas tiene la característica distintiva en el que el Estado no solo priva de la libertad e incluso con frecuencia de la vida a una persona, sino que lo hace en forma clandestina, sin dejar rastro alguno de la persona ni de su suerte.

Por eso esta reforma tiene como finalidad el corregir la dispersión normativa en los tipos penales, así como los problemas de coordinación entre las autoridades Federales y Estatales en la investigación y persecución de los delitos de desaparición forzada de personas, de tortura y de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Esta reforma busca garantizar los derechos humanos a la libertad y a la integridad personal, así como dar mayores instrumentos normativos para la lucha contra este problema.

Como es sabido en México existen más de 23,600 personas no localizadas desde el 2007, y solo seis de cada 291 averiguaciones previas terminan en sentencia, en materia de desaparición forzada de personas y en el 2013 aumentaron 600% las denuncias por este delito,  con esta reforma el Congreso de la Unión contribuye a esclarecer y conocer la verdad jurídica de la desaparición forzada y con ella sancionar a los responsables reafirmando el compromiso con todas aquellas personas afectadas en sus derechos humanos, al brindarse con esto la protección mas amplia que el Estado pueda brindar a una persona en su integridad y que esta no pueda ser privada de la libertad sin recurso y sin razón alguna.

Al realizarse esta reforma el Congreso de la Unión tendrá facultad para poder armonizar la Legislación secundaria a los estándares previstos en los Tratados Internacionales con relación a la desaparición forzada y a los derechos humanos.

Así las cosas y por todo lo expuesto los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y conforme a las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTICULO UNICO.- Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se aprueba por ésta Legislatura el Proyecto de Decreto que reforma  el inciso a) de la fracción XXI del artículo 73  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Desaparición Forzada de Personas y de Tortura, para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el inciso a) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 73. …

I a XX. …


XXI. Para expedir: 


a) Las leyes generales que establezcan como mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secuestro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas crueles, Inhumanos o degradantes, así como electoral. 

…


b) y c) 

…

…


XXII a XXX. 


TRANSITORIOS


PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 


SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación en las materias que se adicionan por virtud del presente Decreto al artículo 73, fracción XXI, inciso a), dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del mismo. 

La legislación a que se refiere el presente Transitorio deberá regular el Sistema Nacional de Búsqueda de Personas.

 
TERCERO. La legislación en materia de desaparición forzada de personas, otras formas de privación de la libertad contrarias a la ley, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de las entidades federativas y de la Federación, continuará en vigor hasta en tanto entren en vigor las leyes generales que expida el Congreso de la Unión referidas en el Transitorio anterior. Los procesos penales iniciados con fundamento en dicha legislación, así como las sentencias emitidas con base en la misma, no serán afectados por la entrada en vigor de dichas leyes generales. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de estas últimas. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretario), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  13 de mayo de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley Estatal de Salud, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, iniciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley Estatal de Salud, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 100, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley Estatal de Salud, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

De acuerdo a lo establecido en la Ley General de Salud, un certificado es la constancia expedida en los términos que establezcan las autoridades sanitarias competentes, para la comprobación o información de determinados hechos. Entre los certificados que se expiden por parte de la Secretaría de Salud federal, están los denominados certificados de defunción, otorgados una vez comprobado el fallecimiento de una persona y determinadas sus causas, por profesionales de la medicina o personas autorizadas por la autoridad sanitaria competente.

Conforme al artículo 392, los certificados se extenderán en los modelos aprobados por la Secretaría de Salud y de conformidad con las Normas Oficiales Mexicanas que la misma emita. Dichos modelos serán publicados en el Diario Oficial de la Federación.

En fecha 30 de enero de 2009, se publicó el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que la Secretaría de Salud da a conocer los formatos de certificados de defunción y de muerte fetal.

Además, la Norma Oficial Mexicana NOM-035-SSA3-2012, en materia de  información en salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha  20 de  noviembre  de  2012,  dispone que el certificado de defunción es un formato único nacional establecido por la Secretaría de Salud, de expedición gratuita y obligatoria, con carácter de individual e intransferible, que hace constar la ocurrencia de defunción y las circunstancias que acompañaron el hecho.

Es importante para el país llevar un control respecto a los nacimientos y defunciones ocurridos en su territorio, así como las principales causas que las originan, para que el sistema de salud funcione como es debido. El Sistema Nacional de Salud elabora las estadísticas de mortalidad general y fetal, y tiene un carácter preliminar, cuya fuente de información es el Certificado de Defunción y el Certificado de Muerte Fetal respectivamente, dicha información es utilizada entre otros: para fines epidemiológicos y estadísticos, así como  para mejorar  la calidad  de  las  estadísticas oficiales emitidas anualmente por el INEGI.

Por tal motivo toda defunción y muerte fetal ocurrida en territorio nacional es obligatoria su certificación, utilizando los formatos vigentes, en original y tres copias, para posteriormente realizar el asentamiento del acta de Defunción, que es requisito para muchos trámites legales o administrativos y debe ser tramitada en el Registro Civil.

Es importante precisar que de acuerdo al Manual de Procedimientos, del Sistema  Epidemiológico y Estadístico de las Defunciones, además de la Norma Oficial ya mencionada, la expedición y entrega de los Certificados de Defunción y Muerte Fetal, no debe estar condicionada por motivo alguno. El diseño, contenido, impresión y distribución, así como las modificaciones y /o actualizaciones del mismo le corresponde a la Secretaria de Salud a través de la Dirección General de Información en Salud, controlar y supervisar, en coordinación con los Servicios  Estatales de Salud, el manejo de los mismos, mediante oficio que ampare los números de folio que se entregan de los mismos. La Secretaría de  Salud o su equivalente en cada entidad, en el momento de  recibir su dotación  de  formatos, será  responsable del manejo, control, distribución y buen o mal uso de los certificados, a  través  del área que designe para el caso.

A partir del 6 de febrero de 2015, fecha en que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo que modifica el diverso por el que la Secretaría de Salud da a conocer los formatos de certificados de defunción y de muerte fetal, y que modifica el artículo quinto, para precisar que el certificado se expedirá en original, en hoja blanca, y tres  copias (en hoja rosa, azul y verde).

Es decir, el certificador entregará al interesado el certificado original y las copias rosa y azul, documentos que deberán ser entregados a la Oficialía del Registro Civil que corresponda, a efecto de que se expida el acta de defunción y el permiso de inhumación.

El certificado de defunción o muerte fetal y las copias del mismo que sean remitidas a  la Oficialía del Registro Civil, se distribuirán de la siguiente manera:

I. El original, corresponde a la Secretaría de Salud y será recuperado del Registro Civil.

II. La copia rosa, será entregada por la Oficialía del Registro Civil al Instituto Nacional de Estadística y Geografía, para su resguardo, salvo  cuando dicha copia sea retenida por los servicios médicos forenses;

III. La copia azul,  la conservara la Oficialía del Registro Civil, bajo su resguardo, y

IV. La copia verde, se  conservará en el establecimiento para la atención médica en el que se haya expedido, a  efecto integrar la información de mortalidad que corresponda y su integración al expediente clínico de la persona fallecida.

Aquí en el estado de Coahuila de Zaragoza, conforme a la Ley Estatal de Salud y su artículo 257, fracción II, los certificados de  defunción y de muerte fetal serán expedidos, una vez comprobado el fallecimiento y determinadas sus causas, por profesionales de la medicina o personas autorizadas por la Secretaría de Salud en el Estado.

En la actualidad las familias coahuilenses que se enfrentan al fallecimiento de un ser querido, ante la impotencia y la pena que los embarga, la mayoría de las veces se ven imposibilitados para realizar personalmente los trámites funerarios y cede ese derecho a terceros, como es el caso de las funerarias, las cuales ofrecen servicios que implican la entrega del certificado de defunción con la finalidad de que se realicen los trámites correspondientes ante el Registro Civil y el panteón de su elección. Desafortunadamente en muchas ocasiones algunos establecimientos retienen dicho certificado, condicionando su entrega al pago de los servicios otorgados.

Estos actos constituyen una grave violación a la normatividad que claramente establece que el documento debe entregarse a los familiares del finado, quienes libremente pueden acudir a la oficialía del Registro Civil de su preferencia para asentar el fallecimiento y obtener el acta de defunción, la cual como ya mencionamos es requisito para continuar con diversos trámites posteriores a la muerte de una persona, tales como cobro de seguros, pensiones, herencias, entre otros.

Por tal razón este Gobierno tiene a bien considerar dentro de nuestra legislación, que a las funerarias, velatorios o vehículos que presten el servicio de traslado de cadáveres o sus partes, se les extienda, dentro de los mismos plazos fijados para el certificado de defunción y muerte fetal, un documento oficial que para tal efecto emita la Secretaría de Salud del Estado, con los datos de la persona fallecida, donde se mencione cuando menos: nombre, edad, sexo, hora de la muerte, número de certificado de defunción y fecha, y que este documento sea suficiente para que trasladen el cadáver, y en todo caso evitar que se entregue el certificado de defunción a persona distinta al interesado o que se lo retengan. 

Sin embargo, en cualquier caso en el que quienes presten el servicio funerario tengan acceso a dicho documento, ya sea porque directamente los familiares se lo entreguen para que ellos realicen los trámites ante el Registro Civil, se establece expresamente que no podrán retenerlo bajo ninguna circunstancia. 

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, una vez que hemos analizado el contenido de la presente iniciativa, coincidimos con el ponente en el sentido de la necesidad de reformar los Artículos 259 y 260 de la Ley Estatal de Salud, a fin de que la expedición de los certificados de defunción que se expidan, sean extendidos en los modelos aprobados por la Secretaría de Salud y de conformidad con las Normas Oficiales Mexicanas que la misma emita, siendo ésta la NOM-035-SSA3-2012 expedida en materia de información en salud en la que se dispone que el certificado de defunción es un formato único nacional establecido por la Secretaría de Salud, de expedición gratuita y obligatoria, con carácter de individual e intransferible, que hace constar la ocurrencia de defunción y las circunstancias que acompañaron el hecho.

Con esta reforma a la Ley, se garantiza que no se restrinjan los derechos de los coahuilenses para obtener este documento en el momento del sensible fallecimiento de un ser querido.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se reforman los artículos 259 y 260 de la Ley Estatal de  Salud; para quedar como sigue:

Artículo 259. …

Los certificados de defunción y muerte fetal no podrán ser retenidos por hospitales, clínicas o centros de salud públicos o privados, ni por particulares a cambio de asegurar el pago por la prestación de un servicio. Quienes incumplan con lo establecido en este artículo, serán sancionados conforme al artículo 289 y demás disposiciones aplicables de esta ley.

Artículo 260. …

En su caso, a las funerarias, velatorios o vehículos que presten el servicio de traslado de cadáveres o sus partes, se les extenderá por la institución pública o privada, o por el médico certificante, dentro de los mismos plazos fijados para el certificado de defunción y muerte fetal, un documento oficial que para tal efecto emita la Secretaría de Salud, con los datos de la persona fallecida, donde se mencione cuando menos: nombre, edad, sexo, hora de la muerte, número de certificado de defunción y fecha, con la finalidad de que realicen los trámites funerarios. La forma de emisión de este documento oficial, se determinará en los lineamientos que al efecto expida la Secretaría de Salud.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, para el traslado o inhumación de cadáveres o sus partes, se deberá cumplir con lo establecido en la Ley General de Salud, esta ley y demás disposiciones aplicables.

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a los treinta días siguientes de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de  Salud, deberá realizar reuniones de trabajo con personal del sector salud público y privado para llevar a cabo el cumplimiento del presente decreto.
ARTÍCULO TERCERO.- La Secretaría de Salud a través del área que corresponda y la Secretaría de Gobierno por medio de la Dirección del Registro Civil, realizará las acciones necesarias para darle difusión a esta reforma entre la población del Estado.

ARTÍCULO CUARTO.- La Secretaría de Salud contará con un plazo de diez días naturales para emitir los lineamientos a que se refiere el presente Decreto contados a partir de su entrada en vigor.
ARTÍCULO QUINTO.- Se dejan sin efectos las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador),  Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Lariza Montiel Luis, Dip. Ana Isabel Durán Piña.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de mayo de 2015.

COMISION DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.JAVIER DE JESUS RODRIGUEZ MENDOZA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LILIA ISABEL GUTIERREZ BURCIAGA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. ANA ISABEL DURAN PIÑA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice la permuta de un bien inmueble del dominio privado del Estado, con una superficie de 5,223.792 M2., ubicado en el Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, a favor del C. Antonio Gutiérrez Garza, con objeto de que se destine al desarrollo de un establecimiento mercantil que coadyuve con el desarrollo regional.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, de fecha 30 de marzo de 2015 se recibió una Iniciativa de Decreto planteada por el Ejecutivo del Estado para que se autorice la permuta de un bien inmueble del dominio privado del Estado, con una superficie de 5,223.792 M2., ubicado en el Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, a favor del C. Antonio Gutiérrez Garza, con objeto de que se destine al desarrollo de un establecimiento mercantil que coadyuve con el desarrollo regional.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.  Que esta Comisión de Finanzas, es competente para emitir el presente dictamen tanto por el Acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, así como por la materia de la iniciativa.

SEGUNDO.  Que la iniciativa se sustentó en la siguiente exposición de motivos.

TERCERO. 
Que uno de los objetivos primordiales de esta Administración es concertar la realización de acciones previstas en el “PLAN ESTATAL DE DESARROLLO 2011-2017” y sus Programas, con los representantes de los grupos sociales y con los particulares interesados, lo que favorecerá el desarrollo social, cultural y económico del Estado.

Que el Gobierno del Estado confirma su vocación de coadyuvar con el crecimiento económico y social de la Región Carbonífera, en virtud de lo cual solicita su autorización para permutar un terreno propiedad del Estado con superficie de 5,223.792 M2., para recibir del empresario Don Antonio Gutiérrez Garza, para que desarrolle un establecimiento mercantil que coadyuve con el señalado desarrollo regional.
Que los referidos inmuebles, tienen un valor similar, pese a la diferencia de superficies, según los correspondientes avalúos.
Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que se ha cubierto los requisitos y documentación, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y, en su caso aprobación el siguiente:
INICIATIVA DE DECRETO QUE AUTORIZA PERMUTA DE UN INMUEBLE CON EL  C. ANTONIO GUTIÉRREZ GARZA EN EL MUNICIPIO DE SAN JUAN DE SABINAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se autoriza al Gobierno del Estado para que permute con el C. Antonio Gutiérrez Garza, un inmueble sin construcción del dominio privado del Estado, con una superficie de 5,223.792 M2., ubicado en la esquina que conforman las calles Madero y 5 de Febrero en la ciudad de Nueva Rosita, en el Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza.
Dicho inmueble es propiedad del Gobierno del Estado, y se encuentra inscrito en las oficinas del Registro Público de la Propiedad del Municipio de Sabinas del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 10230, Folio 262, Libro 31, Sección I, de fecha 13 de marzo de 1996, y se identifica con el siguiente:
CUADRO DE CONSTRUCCIÓN.
SUPERFICIE 5,223.792 M².

	  LADO
	AZIMUT
	RUMBOS
	DISTANCIA 
	COORDENADAS

LOCALES

	EST
	PV
	
	
	
	ESTE (X)
	NORTE (Y)

	1
	2
	250°47’35.25”
	S 70°47’35.25”W
	44.554
	5043.7679
	5005.6893

	2
	3
	315°37’1.80”
	N 44°22’58.20”W
	25.208
	5001.6940
	4991.0320

	3
	4
	341°15’13.69”
	N 18°44’46.31”W
	55.651
	4984.0620
	5009.0480

	4
	5
	11°48’23.90”
	N 11°48’23.90”E
	9.958
	4966.1770
	5061.7470

	5
	6
	44°27’31.85”
	N 44°27’31.85”E
	50.535
	4968.0100
	5070.5160

	6
	7
	70°39’57.29”
	N 70°39’57.29”E
	4.923
	5003.4050
	5106.5860

	7
	1
	160°47’35.45”
	S 19°12’24.55”E
	108.569
	5008.0500
	5108.2158


ARTÍCULO SEGUNDO.-  El C. Antonio Gutiérrez Garza, en reciprocidad permuta en dominio un inmueble sin construcción, con una superficie de 5,402.55 M2., ubicado en la Avenida Unión sin número en la colonia Lomas Immsa, en la ciudad de Nueva Rosita del Municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila de Zaragoza y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:
Partiendo del Punto 1 al Punto 2, se miden 56.389 metros y colinda con polígono No.34; Del punto 2 al punto 3 se miden 22.631 metros; Del punto 3 al punto 4 se 86.846 metros colindando en estas dos medidas con colonia Lomas Immsa; Del punto 4 al punto 5 se miden 89.709 metros y colinda con Lote número 2; Del punto 5 al punto 6 se miden 60.00 metros y del punto 6 al punto 1 para cerrar el perímetro se miden 20.00 metros colindando en estas dos medidas con Avenida Unión.

El inmueble se encuentra inscrito a favor del C. Antonio Gutiérrez Garza, en la Oficina del Registro Público de Sabinas del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 21852, Libro 219, Sección I, de fecha 18 de febrero de 2010.
ARTÍCULO TERCERO.- Se faculta al Titular del Ejecutivo, para que por sí o por conducto de apoderado, firme las escrituras correspondientes, corriendo a cargo de cada uno de los permutantes los gastos de escrituración y registro.
ARTÍCULO CUARTO.- El presente Decreto deberá insertarse íntegramente en las escrituras correspondientes.
ARTÍCULO QUINTO.-  En caso de que, en un plazo de doce meses contados a partir de la publicación de este decreto, no se formalice la escrituración, quedarán sin efecto sus disposiciones, revirtiéndose el inmueble al patrimonio del Estado.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de mayo de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 99 años de un bien inmueble con una superficie de 1,418.40 M2., ubicado en el Fraccionamiento ”Joyas del Oriente” de esa ciudad, a favor de la Parroquia de la Inmaculada Concepción, La Joya, Coahuila, A.R., con objeto de realizar la construcción de una templo religioso, el cual se desincorporo con Decreto número 672 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 12 de diciembre de 2014.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 25 de febrero de 2015, se recibió una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 99 años de un bien inmueble con una superficie de 1,418.40 M2., ubicado en el Fraccionamiento ”Joyas del Oriente” de esa ciudad, a favor de la Parroquia de la Inmaculada Concepción, La Joya, Coahuila, A.R., con objeto de realizar la construcción de una templo religioso, el cual se desincorporo con Decreto número 672 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 12 de diciembre de 2014.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 06 de febrero de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, celebrar un contrato de comodato por un lapso de 99 años de un bien inmueble con una superficie de 1,418.40 M2., ubicado en el Fraccionamiento ”Joyas del Oriente” de esa ciudad, a favor de la Parroquia de la Inmaculada Concepción, La Joya, Coahuila, A.R., el cual se desincorporo con Decreto número 672 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 12 de diciembre de 2014.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno de la manzana 45, con una superficie de 1,418.40 M2., ubicada en la calle Lafiolita entre calle Amatista y Avenida Universidad de Fraccionamiento “Joyas del Oriente” de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 30.09 metros y colinda con calle Lafiolita.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con privada, hoy calle Calcita.

Al Oriente: 
mide 48.70 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Al Poniente:
mide 45.26 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 142354, Libro 1424, Sección I, de fecha 8 de diciembre de 2010.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de la construcción de un templo religioso. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de este comodato, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para celebrar un contrato de comodato por un lapso de 99 años de un bien inmueble con una superficie de 1,418.40 M2., ubicado en el Fraccionamiento ”Joyas del Oriente” de esa ciudad, a favor de la Parroquia de la Inmaculada Concepción, La Joya, Coahuila, A.R., el cual se desincorporo con Decreto número 672 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 12 de diciembre de 2014.

El inmueble antes mencionado se identifica como fracción de terreno de la manzana 45, con una superficie de 1,418.40 M2., ubicada en la calle Lafiolita entre calle Amatista y Avenida Universidad de Fraccionamiento “Joyas del Oriente” de esa ciudad y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 30.09 metros y colinda con calle Lafiolita.

Al Sur:
mide 30.00 metros y colinda con privada, hoy calle Calcita.

Al Oriente: 
mide 48.70 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Al Poniente:
mide 45.26 metros y colinda con fracción de terreno de la misma manzana.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en la Oficina del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 142354, Libro 1424, Sección I, de fecha 8 de diciembre de 2010.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de la construcción de un templo religioso. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindido el contrato de comodato y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice el comodato que se autoriza, al término de la LX Legislatura del Congreso del Estado (2015-2017), quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a la celebración del comodato del citado inmueble.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de abril de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie total de 13.929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Colegio de Bachilleres de Coahuila (COBAC), con objeto que se realice la construcción de un centro educativo de nivel bachillerato.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de abril de 2015, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie total de 13.929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Colegio de Bachilleres de Coahuila (COBAC), con objeto que se realice la construcción de un centro educativo de nivel bachillerato.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, según consta en la certificación del acta de Cabildo de fecha 27 de marzo de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie total de 13.929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Colegio de Bachilleres de Coahuila (COBAC).

El inmueble antes mencionado se identifica como Lote 1 de la Manzana 21, Polígono 24 y 24ª., del Paseo Canal de San Antonio sin número, entre la calle Sierra de Tlahualilo y Sierra de las Noas, con una superficie de 13,929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 92.61 metros y colinda con calle Sierra de Tlahualilo.

Al Sur:

mide 62.27 metros y colinda con Av. Sierra de las Noas.

Al Oriente:

mide 34.68 y 0.95 metros y colinda con Andador Sierra de Parras.

Al Oriente:

mide 111.00 metros y colinda con calle Sierra de Parras.

Al Norte:

mide 3.45 metros y colinda con calle Sierra del Sarnoso.

Al Oriente:

mide 36.48 metros y colinda con Andador Sierra de Parras.

Al Poniente:
mide 4.36, 170.30 y 4.16 metros y colinda con Paseo Canal de San Antonio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 932, Foja 79, Libro 45, Sección Primera de fecha 24 de septiembre de 2001.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel bachillerato. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie total de 13.929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Colegio de Bachilleres de Coahuila (COBAC).

El inmueble antes mencionado se identifica como Lote 1 de la Manzana 21, Polígono 24 y 24ª., del Paseo Canal de San Antonio sin número, entre la calle Sierra de Tlahualilo y Sierra de las Noas, con una superficie de 13,929.89 M2., ubicada en el Fraccionamiento “Ciudad Nazas” y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 92.61 metros y colinda con calle Sierra de Tlahualilo.

Al Sur:

mide 62.27 metros y colinda con Av. Sierra de las Noas.

Al Oriente:

mide 34.68 y 0.95 metros y colinda con Andador Sierra de Parras.

Al Oriente:

mide 111.00 metros y colinda con calle Sierra de Parras.

Al Norte:

mide 3.45 metros y colinda con Sierra del Sarnoso.

Al Oriente:

mide 36.48 metros y colinda con Andador Sierra de Parras.

Al Poniente:
mide 4.36, 170.30 y 4.16 metros y colinda con Paseo Canal de San Antonio.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Torreón del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 932, Foja 79, Libro 45, Sección Primera de fecha 24 de septiembre de 2001.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la construcción de un centro educativo de nivel bachillerato. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de mayo de 2015.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




� De la mano de la Secretaría Estatal de Salud, la Procuraduría General de Justicia del Estado, el Instituto de Defensoría Pública, la Secretaría de Seguridad Pública, la Procuraduría General de lo República, el Consejo Nacional contra los Adicciones, y el Instituto Nacional de Psiquiatría; del Gobierno de Estados Unidos, a través de NADCP, el Departamento de Estado; así como de otros organismos internacionales como CONACE de ChiIe, CICAD-OEA, Alianza CICAD-EU-LAC; en diciembre de 2008, el Poder Judicial de Nuevo León, participó en los trabajos para lo implementación de un Programa Piloto en México que se denominaría en un principio “Alternativas al Tratamiento Carcelario”; entre marzo y junio de 2009, se visitaron Cortes de Drogas en Santiago de Chile, San Antonia Texas y en Gante Bélgica, en junio del mismo año, se participó en la XV Conferencia de la Asociación Nacional de Profesionales en Cortes de Drogas (NADCP), en Anaheim California, y en agosto de 2009, se recibió en las instalaciones de la Procuraduría General de Justicia del Estado, capacitación por porte de lo Oficina Nacional de Político de Control de Drogas ONDCP-NADCP. Finalmente, el Consejo de a Judicatura del Estado —integrados por el Magistrado Jorge Luis Mancillas Ramírez y los Consejeros Francisco Javier Gutiérrez Villarreal y Raúl Gracia Guzmán-, aprobó que el 1 de septiembre de 2009 el Juzgado de Preparación Penal del Segundo Distrito Judicial del Estado, diera inicio al programa Tribunal para el Tratamiento de Adicciones. 





El día 21 de junio de dos mil once, los primeros cuatro participantes del primer programa mexicano de Tribunal para el Tratamiento de Adicciones, egresaron del mismo rehabilitados y reincorporados o lo vida social productiva. Un segundo grupo, compuesto ahora por 14 participantes, egresó el 16 de marzo de 2012, la totalidad ha concluido su educación básica, que incluye la secundaria, algunos de ellos incluso se capacitaron en diversos oficios, uno de ellos, o los 58 años de edad y después de más de 40 años de consumo crónico, incluso estudió inglés y un curso de computación. 





Vale lo pena subrayar, además, que el enunciado modelo de Corte de Drogas está siendo replicado por otros Poderes Judiciales del País, poro ello puede verse el caso del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, quien lo trabaja desde el año 2011. En este apartado destaca lo participación de la en ese entonces asambleísta Alejandra Barrales Magdaleno (PRD), como impulsora principal de dicha reforma.





� Sobre el particular véase la información que se encuentro en el portal de Internet del Poder Judicial del Estado de Nuevo León: www.pjenl.gob.mx.





� Droppelmann, Catalina.- Modelo Tribunales de Tratamiento de Drogas. Publicado en Tribunales de Tratamiento de Drogas en Chile, material educativo. Editado por Fundación Paz Ciudadana. Santiago de Chile. Enero de 2010.
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